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En 1994 y 1995 entraron en vigor dos tratados mul-
tilaterales. Uno relacionado con la biodiversidad:
el Convenio de Diversidad Biológica (CDB), y

otro con el comercio internacional: el Acuerdo sobre
los Aspectos de Propiedad Intelectual Relacionados
con el Comercio (Adpic), administrado por la Organi-
zación Mundial del Comercio (OMC). Ambos con el
mismo rango constitucional, superior a las leyes nacio-
nales. A pesar de su equiparación legal, es evidente que
la biodiversidad y sus recursos actuales y potenciales
han ido cediendo el paso a las necesidades, normas y
decisiones del comercio internacional. No contentos
con lo que habían logrado en el Adpic, países como Es-
tados Unidos han ido ampliando el alcance y efectivi-
dad de los derechos de propiedad intelectual (dpi) en
los tratados de libre comercio regionales o bilaterales.
Una cartera con dpi reforzados se ha convertido en la
actualidad en un poderoso imán para que las empresas
transnacionales consigan y afiancen inversionistas
atraídos ante la perspectiva de regalías anuales garanti-
zadas.

En este artículo me referiré a la incompatibilidad en-
tre, por un lado, los derechos de propiedad intelectual
establecidos multilateral y bilateralmente en distintos
acuerdos comerciales, entre ellos el Tratado de Libre
Comercio Estados Unidos-Centroamérica-República
Dominicana (TLC-Eucard), y, por el otro lado, el CDB
-especialmente en el tema del acceso a los recursos bio-
lógicos, incluidos los genéticos- y la Ley de biodiversidad
costarricense.

La incompatibilidad entre los acuerdos comerciales y
el CDB se hizo evidente en el tema del acceso a los

recursos biológicos desde el momento en que este últi-
mo acuerdo confirmó la soberanía y autoridad de cada
país para someterlos a su legislación nacional. Desde la
segunda Conferencia de las Partes del CDB en 1996, se
escucharon voces advirtiendo del impacto que tendría
la propiedad intelectual sobre estos recursos y su cono-
cimiento tradicional asociado, una vez que se permitie-
ra el acceso a los bioprospectores y que, posteriormen-
te, ellos mismos o sus empresas los controlaran por me-

dio de dicho mecanismo monopólico. Pasaron casi seis
años hasta la Conferencia de las Partes celebrada en La
Haya, en abril de 2002, para que las partes tomaran la
decisión VI/24 C (3 a) de solicitar al Secretariado Eje-
cutivo "encargarse de reunir mayor información y aná-
lisis sobre el impacto de los regímenes de propiedad in-
telectual sobre el acceso a y el uso de los recursos gené-
ticos y la investigación científica".

El trabajo fue encargado a un grupo de trabajo ad-
hoc que después de varias reuniones identificó los si-
guientes problemas (Berne Declaration et al. 2005): (1)
tensión entre los dpi y la consecución de objetivos socia-
les más amplios, particularmente los relacionados con
las necesidades de los productores pobres; (2) impedi-
mentos al desarrollo efectivo de la ciencia debido al flu-
jo y al intercambio de información restringidos, y (3)
aumento de los costos en el desarrollo de productos
(que se traduce en precios más altos para los consumi-
dores).

Desafortunadamente, el acuerdo del grupo de discu-
sión no se ha concretado en recomendaciones que
aborden seriamente los problemas expuestos. Mientras
tanto, Estados Unidos, que no ha ratificado el CDB pe-
ro sí tiene interés en acceder a nuestros recursos bioló-
gicos, lo que ha hecho es ignorar las advertencias y se-
guir adelante con acuerdos comerciales estableciendo
allí definiciones y criterios que les permitan consolidar
y profundizar la apropiación privada y monopólica de
los recursos genéticos y bioquímicos por medio de los
dpi.

Como con el subterfugio de ser considerada "servicio
cientifico" la bioprospeccion entra en el TLC-Eu-

card, la adelantada normativa costarricense sobre el ac-
ceso a los recursos genéticos y bioquímicos, contenida
en la Ley de biodiversidad (No. 7788) y en el reglamento
respectivo, queda vaciada de contenido. Y es que, ines-
perada y sigilosamente, sin que mediara ninguna con-
sulta del equipo negociador del Ministerio de Comercio
Exterior (Comex) a la Comisión Nacional de Gestión
de Biodiversidad, de la que ese ministerio forma parte,
ese equipo introdujo o aceptó la introducción arbitraria
de la Ley de biodiversidad en el Anexo 1 sobre "Medidas
Disconformes" a los capítulos 10 ("Inversión") y 11
("Comercio Transfronterizo de Servicios").
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A continuación, algunas consideraciones que se des-
prenden de esta decisión:

En primer lugar, observemos que la medida se en-
cuentra como anexo a los capítulos de "Inversión" y de
"Comercio Transfronterizo de Servicios", ni siquiera en
relación con el capítulo 17 ("Ambiental"), lo que ya de-
nota el sentido que se le dio a dicha medida. En segun-
do lugar, en las "Medidas Disconformes" del TLC-Eu-
card cada gobierno señala las leyes nacionales, regla-
mentos y otras pautas subordinadas que entran en con-
tradicción con ciertas obligaciones del TLC. Seguida-
mente, enlista lo que desea salvar de esa normativa, de
manera que todo lo que no esté explícitamente mencio-
nado en esas listas deberá ser "conforme" con las obliga-
ciones contenidas en aquellos capítulos. Pues bien, re-
sulta que de los 117 artículos de la Ley de biodiversidad
costarricense lo único que se rescata en "Medidas Dis-
conformes" es el inciso 5 del artículo 63 sobre "presen-
cia local"; es decir, la gran cosa salvada es que podremos
seguir exigiendo a los investigadores o bioprospectores
de Estados Unidos que piden acceso a la biodiversidad
la obligación de designar un representante en el país, lo
cual no era conforme con el artículo 11.5 del TLC-Eu-
card que exige la liberación de dicha exigencia en vir-
tud del "trato nacional". (Luego me referiré a la grave-
dad de algunos artículos que no fueron salvados, los
cuales no son meras obligaciones de la Ley de biodiversi-
dad sino que corresponden a la implementación nacio-
nal del CDB.) Y, en tercer lugar, se toma la bioprospec-
ción ("búsqueda sistemática, clasificación e investiga-
ción para fines comerciales de nuevas fuentes de com-
puestos químicos, genes, proteínas, microorganismos y
otros productos con valor económico actual o potencial
que se encuentran en la biodiversidad") como "servicio
científico y de investigación"; es decir, como un favor
que se nos brinda pero, eso sí, mediado por condiciones
que ahora ponen los que dan el "servicio" y no el país
"soberano" de los recursos. De allí, los permisos de bio-
prospección pasan a calzar en las definiciones de
"acuerdos de inversión" y de "inversiones" para concluir
que éstas exigen la protección de la propiedad intelec-
tual y, como consecuencia, la privatización y monopoli-
zación de los resultados de dicho "servicio científico".

El conflicto en que entra nuestra Ley de biodiversidad
con el TLC-Eucard se resolverá, una vez aprobado

éste, en conformidad con éste y no con aquélla (Rodrí-
guez 2005). Tal conflicto se expresa bien en los siguien-
tes casos:

1. La Ley de biodiversidad (artículos 63.1 y 65) dicta
que la falta del consentimiento previamente informado
de las comunidades y de las autoridades indígenas es ra-
zón para rechazar el permiso de acceso a los recursos so-
licitados; también contempla la objeción por parte de
esos sujetos por "motivos culturales, espirituales, socia-
les, económicos o de otra índole" (artículo 66). Pero eso
no sería conforme con el artículo 11.4, especialmente el

inciso (a) del TLC-Eucard, que se refiere a la no impo-
sición de limitaciones en el "acceso a mercados".

2. El requisito planteado por la Ley de biodiversidad
de que para otorgar permisos de bioprospección (artícu-
lo 63.3) se tenga que especificar "los términos de trans-
ferencia de tecnología y distribución equitativa de be-
neficios … acordados en los permisos, convenios y con-
cesiones, así como el tipo de protección del conoci-
miento asociado que exijan los representantes del lugar
donde se materializa el acceso" entraría en contradic-
ción con el "requisito de desempeño" del capítulo de
"Inversión" (artículo 10.9, inciso 1.f) del TLC-Eucard,
pues de acuerdo con éste no se puede exigir a los inver-
sionistas estadounidenses, en este caso sus bioprospec-
tores, transferir a una persona en el territorio nacional,
"tecnologías u otro conocimiento" de su propiedad co-
mo requisito para autorizar una "inversión", con mayor
razón si Estados Unidos no es miembro del CDB que así
lo demanda.

3. El artículo 78 de la Ley de biodiversidad entra en
abierta contradicción con el capítulo 15 del TLC-Eu-
card, dado que aquélla establece excepciones para el
otorgamiento de cualquier tipo de propiedad intelectual
y, al no enlistar los negociadores costarricenses tales ex-
cepciones en las "Medidas Disconformes", ellas deberán
adecuarse a las exigencias del  TLC-Eucard.

Amanera de conclusión debo decir que, de suscribir-
se el TLC-Eucard, y por las razones aquí esbozadas

y otras obligaciones que contraeremos -v. g. suscribir un
convenio de propiedad intelectual sobre variedades de
plantas (Upov 91)-, perderemos el control del patrimo-
nio bioquímico y genético  consustancial al material
biológico presente en nuestros ecosistemas agrícolas y
silvestres.
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